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Día internacional de la 
eliminación de la violencia 
contra las mujeres
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UGT y CCOO, con motivo del Día Internacional de la Eliminación de la Violencia 
contra las Mujeres, que se celebra el 25 de noviembre, han elaborado un 
manifiesto en el que hacen un llamamiento a todas las personas trabajadoras 
y a la ciudadanía en general para que se sumen a la denuncia y repulsa 
frente a los actos de violencia machista, “de los más graves y dramáticos a 
aquellos otros que permanecen invisibles, pero igualmente dañan la salud, la 
libertad, la seguridad, la autonomía y la dignidad de todas las mujeres”.

Ambas organizaciones sindicales alertan que 
con la crisis producida por la Covid-19 se 
ha incrementado el riesgo de exposición 
a las violencias machistas, pues ha 
contribuido a recluir a las mujeres en el 
hogar, principal escenario de violencia 
machista, se ha obstaculizado su 
acceso a los recursos de atención 
y protección y encima en algunos 
lugares con presencia institucional 
de grupos de ultraderecha se han 
recortado los recursos públicos. 

CCOO y UGT recuerdan que, a 10 de 
noviembre de 2020, han asesinado a 40 
mujeres por violencia de género (más 2 casos 
en investigación), que han dejado 23 huérfanos/

huérfanas y que, desde 2003, han sido asesinadas 
un total de 1.073 mujeres. Además, 1 de cada 

2 mujeres (57,3%) residentes en España de 
16 o más años han sufrido violencia a lo 

largo de sus vidas (suponen 11.688.411 
mujeres).

En el manifiesto UGT y CCOO ponen 
en valor las mejoras introducidas por el 
Plan de Contingencia contra la violencia 
machista, puesto en marcha por el 

Ministerio de Igualdad para hacer frente 
a los mayores riesgos para las mujeres 

durante la pandemia.  Sin embargo, ambos 
sindicatos demandan más efectividad y 

recursos en la aplicación del Pacto de Estado en 
materia de violencia de género.

Al Gobierno central y los autonómicos y locales a que dediquen recursos y garanticen servicios de prevención y de atención 
integral a las víctimas de violencias machistas, atendiendo a las necesidades que surgen derivadas de las circunstancias de la 
pandemia. 

A los distintos gobiernos y autoridades y organismos europeos e internacionales, y en especial al Gobierno de España, que 
atiendan los compromisos del Convenio de Estambul (2011), así como los objetivos de la Agenda 2030 de Naciones Unidas que 
sitúan la igualdad de género y el empoderamiento de mujeres y niñas en el centro del desarrollo sostenible.

Que el Gobierno de España ratifique con carácter prioritario el Convenio 190 de la OIT sobre la violencia y acoso en el mundo 
del trabajo, alcanzado en el marco tripartito del Diálogo Social Internacional, y el 189 sobre las trabajadoras y trabajadores 
domésticos, susceptibles de sufrir acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Tolerancia cero contra las violencias machistas en todos los ámbitos. Ambos sindicatos se comprometen a mejorar la prevención 
y protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo en el trabajo.

Reclaman que se actúe con la mayor celeridad posible sobre las causas, en especial sobre la desigualdad y las discriminaciones 
por razón de sexo, porque la mejor lucha contra la violencia machista es impedir que se produzca.

Acceso al manifiesto.

Ambas organizaciones demandan:
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Desde 2003, han sido asesinadas un total de 1.073 mujeres

https://www.ugt.es/sites/default/files/manifiesto_conjunto_25n_2020.pdf
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Desde 2018, y bajo el lema “Esto no es un negocio. La precariedad laboral en los servicios externalizados de atención 
a la violencia de género”, UGT está reclamando la necesidad de mejorar las condiciones de trabajo de las personas, en 
su mayoría mujeres, que prestan su actividad laboral en los recursos estatales de atención a las mujeres víctimas de la 
violencia de género, especialmente en atención telefónica en el “016” y “Dispositivos de control telemático de medidas y 
penas de alejamiento”.

UGT tenía programada una reunión con la delegada del Gobierno para la Violencia de Género, Victoria Rossell. Un encuentro que 
fue desconvocado por parte de la citada institución a última hora de la tarde y retrasado para el 19 de noviembre, por lo que el 
sindicato empieza a tener dudas sobre si la citada reunión se llevará a cabo finalmente.

Desde el pasado mes de septiembre, fecha en la que ya se solicitó esta reunión de manera urgente, UGT está a la espera de poder 
poner en conocimiento de la señora Rosell las graves consecuencias que tienen para las trabajadoras de atención a las mujeres 
víctimas de violencia de género las condiciones laborales que recogen los pliegos de licitación de los recursos estatales (que 
dependen directamente de la Delegación del Gobierno).

Es necesario mejorar los pliegos

La calidad en el empleo es calidad en el servicio

El sindicato desconoce si los recursos han sido mejorados o no, ante su inminente fecha de renovación: el próximo día 31 de 
diciembre, por lo que resulta urgente e imprescindible poner en conocimiento de la Administración pública con competencia en este 
ámbito la precariedad que sufren algunos de estos servicios; un hecho que, como ya hemos reseñado, UGT viene denunciando 
desde hace más de dos años bajo un argumento inapelable: calidad en el empleo es calidad en el servicio y, en este caso, estamos 
hablando de un servicio que puede salvar vidas.

Sería lamentable que, llegados a este punto, no haya tiempo material para mejorar los pliegos de condiciones para el acceso a la 
prestación de este servicio por parte de las empresas y no se apliquen medidas de control sobre las propias entidades que aspiran 
a prestar el servicio priorizando, siempre, las cuestiones laborales como un elemento fundamental.

Los puntos que iban a abordarse en la reunión entre UGT y la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género que ha sido 
aplazada, son:

UGT insta al Gobierno a dar una 
respuesta urgente a la situación 
laboral en los servicios de 
atención a la violencia de género

El encubrimiento de trabajo cualificado en categorías laborales no cualificadas. Hay que garantizar que el personal cualificado 
en violencia de género sea categorizado y remunerado como tal. Se debe recategorizar al personal para corregir esta anomalía. 
Se debe verificar, también, que el personal directivo y los mandos medios sean especialistas en violencia de género.

La necesidad de que la Delegación de Gobierno para la Violencia de Género ejerza la función de control de los contratos 
suscritos para la prestación de estos servicios públicos establecida en la Ley de Contratación del Sector Público.

Que se cree una Comisión de Control de las Externalizaciones dentro del Observatorio de Violencia de Género, órgano de 
participación creado por la Ley Integral, que promueva la evaluación del impacto en la calidad en el empleo y en la calidad de 
los servicios de los procesos de externalización en marcha, así como la publicación de sus resultados.

Replantear la evaluación del desempeño del personal bajo criterios acordes a los estándares profesionales de intervención en 
violencia de género y no a los de los call center privados.

Por todo ello, UGT seguirá reclamando la urgencia de la reunión prevista al Ministerio de Igualdad, a través de la Delegación del 
Gobierno para la Violencia de Género, y poder dar una respuesta definitiva a la situación de precariedad laboral en la que prestan 
el servicio este colectivo de trabajadoras.
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El Tribunal Supremo exime del requisito 
de convivencia a víctimas de violencia 
de género para cobrar la pensión de 
viuedad en parejas de hecho
La Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha establecido en una sentencia 
que, siempre que cumpla los restantes requisitos legalmente exigidos, tiene 
derecho a la pensión de viudedad de parejas de hecho la mujer que, por 
razón de violencia de género, no estaba ya unida ni convivía con la pareja 
en el momento del fallecimiento de ésta, haciendo así una interpretación 
del artículo 174.3 de la Ley General de la Seguridad Social de 1994 (actual 
artículo 221.1 LGSS de 2015) con perspectiva de género. 

Para el alto tribunal, no es razonable el requisito de convivencia 
entre los miembros de la pareja cuando concurre violencia 
de género, donde la protección de la mujer lo que exige 
precisamente es el cese de esa convivencia.

El Supremo desestima un recurso para la unificación de 
doctrina planteado por la Seguridad Social contra una 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, de 26 
de marzo de 2018, que dio la razón a una mujer y reconoció 
su derecho a cobrar la pensión de viudedad con efectos desde 
la fecha del fallecimiento en accidente de tráfico, en 2012, 
de quién había sido su pareja de hecho, y con quien había 
cesado la convivencia en el año 2000 a causa de violencia de 
género. Ambos tuvieron un hijo en común en 1996, que tiene 
reconocida pensión de orfandad.

Para el alto tribunal, “esta lógica necesidad de que exista, con carácter general, una convivencia entre los componentes de la unión 
de hecho, no es razonable que se exija en los casos de violencia de género sufrida por la mujer integrante de esa unión de hecho. 
En efecto, en estos supuestos en que el otro integrante de la pareja de hecho ejerce la violencia de género contra la mujer con la que 
convive, la protección de esta mujer lo que precisamente exige es, entre otras muchas cosas, que cese la convivencia con vistas a 
impedir que siga sufriendo una situación de violencia”.

Convivencia imposible e indeseable

La sentencia del TSJ catalán estableció que debía aplicarse por analogía a las parejas de hecho la previsión contenida en el 
artículo 174.2 de la LGSS para las mujeres víctimas de violencia de género en el momento de la separación judicial o el divorcio. El 
tribunal catalán consideró acreditado que el cese de la convivencia lo causó la violencia de género, y que la mujer reunía el resto de 
requisitos legales para tener derecho a pensión.

Por su parte, la Seguridad Social, en su recurso, señalaba, entre otros argumentos, que el artículo 174.3 de la LGSS de 1994 no 
hace mención a la violencia de género ni exime, en esos casos, de la exigencia de la existencia de unión con el causante en el 
momento de su fallecimiento ni de la necesaria convivencia ininterrumpida no inferior a cinco años. Y presentó como sentencia de 
contraste a la del TSJ catalán, para unificar doctrina, una del TSJ de Valencia que negó el derecho a la pensión de viudedad de las 
parejas de hecho a una mujer que, por haber sufrido violencia de género, no formaba ya unión de hecho ni convivía con el causante.

El Supremo confirma la sentencia del TSJ catalán al interpretar “con perspectiva de género”, según subraya, el artículo 174.3 de la 
LGSS de 1994, que establece que tiene derecho a la pensión de viudedad “quien se encontrase unido al causante en el momento de 
su fallecimiento, formando una pareja de hecho”, y exige, concretamente, “una convivencia estable y notoria con carácter inmediato 
al fallecimiento del causante y con una duración ininterrumpida no inferior a cinco años”.
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“En estos casos -prosigue la sentencia-, la convivencia no solo es imposible e indeseable, sino que ha de evitarse a toda costa, 
por lo que, si se exige y se impone como requisito, no se alcanzaría la finalidad primordial y principal de proteger a la víctima de la 
violencia de género. Y ha de recordarse que la convivencia se rompe, no exactamente por la libre voluntad de la mujer que forma 
parte de la unión de hecho, sino porque la violencia ejercida sobre esta última hace imposible la convivencia”.

El alto tribunal subraya además que “si las mujeres separadas y divorciadas víctimas de violencia de género pueden acceder a la 
pensión de viudedad, lo mismo debe poder suceder con las mujeres que forman uniones de hecho y que son igualmente víctimas 
de violencia de género”. El artículo 174.2 de la LGSS señala el derecho a la pensión de viudedad a las mujeres que, no siendo 
acreedoras de pensión compensatoria, puedan acreditar que eran víctimas de violencia de género en el momento de la separación 
o divorcio.

En relación a las parejas de hecho, el TS insiste en que “la concurrencia de violencia de género debe eximir del cumplimiento 
de determinados requisitos que, no solo carecen de sentido cuando existe aquella violencia (en nuestro caso, la exigencia de la 
convivencia en el momento del fallecimiento a pesar de que la convivencia haya debido y tenido que cesar por la violencia ejercida 
contra la mujer), sino que exigir esa convivencia en tales circunstancias de violencia es radicalmente incompatible con la protección 
de la mujer víctima de malos tratos”.

La Sala considera plenamente compartible la afirmación de la sentencia recurrida de que no puede exigirse a la solicitante de la 
pensión de viudedad de parejas de hecho víctima de violencia de género “que para tener derecho a la pensión de viudedad debió 
haber mantenido la convivencia a pesar de los malos tratos de los que era objeto cuando la finalidad perseguida por el legislador ha 
sido siempre, y sobre todo a partir de la Ley Orgánica 1/2004, la de actuar contra todas las situaciones de violencia de género, bien 
en el matrimonio o entre quienes están unidos por una relación de afectividad similar”.

Ver Resolución.

FUENTE: CGPJ

UGT relanza la campaña “Yo trabajo 
gratis” para denunciar la brecha salarial 
en España
Desde el 11 de noviembre, las mujeres trabajan gratis en España hasta el 
31 de diciembre. Un total de 51 días de salario que dejaremos de percibir, 
pero también de recaudación para las arcas del Estado, ya que se dejan de 
ingresar vía ingresos y vía cotizaciones a la Seguridad Social.

A este ritmo, según la Confederación Europea de Sindicatos 
(CES) los salarios de hombres y mujeres no se equipararán 
en nuestro país hasta el año 2046 –en la UE hasta 2104- y 
mientras la Comisión Europea sigue retrasando la publicación 
de la directiva de transparencia salarial que supondrá un 
mayor avance, que habría que implementar en España, y que 
contempla sanciones por incumplimiento.

La Comisión Europea anunció ayer, una vez más, que “pronto 
propondrá medidas vinculantes de transparencia salarial” pero 
coincidimos con la CES en que pronto no es una fecha y que las 
trabajadoras quieren saber exactamente cuándo porque se ha 
retrasado en tres ocasiones desde que lo prometió el presidente 
von der Leyen.

UGT, junto con el resto de las organizaciones sociales europeas 
representadas por la comisión, esperamos una directiva 
contundente acompañada de medidas que realmente pongan 
fin a la infravaloración del trabajo de las mujeres, en particular 

el trabajo de quienes, en el sector de cuidados o limpieza, han 
garantizado nuestra seguridad durante la crisis del Covid.

La pandemia ha dado, si cabe, más visibilidad a una injusticia 
que se perpetúa pese a estar en el siglo XXI: la brecha salarial 
entre hombres y mujeres y eso a pesar del relevante papel que 
han tenido las mujeres durante el confinamiento, aún a riesgo 
de su salud y a pesar de cobrar en muchos casos sueldos de 
miseria.

Por eso, este año cobra más importancia que nunca la campaña 
de UGT #Yotrabajogratis para denunciar la brecha salarial que 
sufren las mujeres respecto a los hombres. En concreto este 
año, las mujeres en España trabajan 51 días gratis con respecto 
a los hombres, o lo que es lo mismo las empresas se ahorran 
51 días del sueldo de las mujeres al año, con la consiguiente 
merma en las cotizaciones sociales y, por consiguiente, en la 
protección social de las mujeres (tienen pensiones más bajas, 
peor prestación por desempleo, etc.), a la vez que supone menos 

http://www.poderjudicial.es/portal/site/cgpj/viewDocument?ECLI=ECLI:ES:TS:2020:3486
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recaudación, menos ingresos para Hacienda o cotizaciones a la 
Seguridad Social.

Esta estadística de Eurostat, con los últimos datos disponibles, 
de 2018, no recoge los avances legislativos que se han 
adoptado estos años en el ámbito laboral. En este sentido, hay 
que destacar el Real Decreto 6/2019, de 1 de marzo, en el que 
se cambia la legislación en materia de Igualdad retributiva y el 
“Acuerdo para el Desarrollo de la igualdad efectiva entre mujeres 
y hombres en el trabajo” es un paso fundamental para avanzar 
en la igualdad, si bien sus efectos se notarán con posterioridad.

Este Acuerdo fue alcanzado en el marco del diálogo social y 
firmado, el pasado 30 de julio, por el Gobierno y los sindicatos 
UGT y CCOO, y al mismo debería unirse la patronal, lo que 
constataría su compromiso para acabar con una discriminación 
injusta, que no solo perjudica a las mujeres, sino a nuestro país.

El Acuerdo impulsa el desarrollo reglamentario de los planes 
de igualdad en las empresas (todas aquellas con más de 50 
trabajadores tendrán que tenerlo en 2022), y concreta la 
obligación que tienen, desde marzo de 2019, de contar con 
un registro salarial, para garantizar el principio de “igualdad 
retributiva, para trabajos de igual valor”.

Registro salarial en España

El registro salarial, que debe detallarse según categorías 
profesionales y recoger tanto el salario base, como los 
complementos y las percepciones extrasalariales, está en línea 
con la Directiva de Transparencia Salarial que está defendiendo 
la Confederación Europea de Sindicatos (CES) en la UE, aunque 
ésta va un poco más allá al exigir sanciones para aquellos 
empresarios que no cumplen la ley. Algo que sería conveniente 
se implementara también en nuestro país.

En este sentido, UGT ha pedido reforzar las inspecciones en las 
empresas para garantizar la puesta en marcha de los planes de 
igualdad y la igualdad retributiva.

La discriminación salarial es, de todas las discriminaciones que 
sufren las mujeres, la que más dificultades entraña para ser 
erradicada. El motivo solo puede ser explicable desde el punto 
de vista del coste económico que tiene para las empresas. 
Un coste que no sería tal porque corregir esta discriminación 

permitirá una mayor integración de las mujeres en el mercado 
laboral con los consecuentes beneficios para la competitividad 
y productividad de las empresas y en el ámbito económico y 
social.

Otras discriminaciones que han soportado las mujeres, se han 
ido corrigiendo con medidas cuyo coste recae sobre la Seguridad 
Social o sobre las propias trabajadoras (reducciones de jornada, 
las excedencias, o los permisos de cuidados, que pudiendo ser 
disfrutados por los hombres, tampoco ellos asumen el coste 
económico y de protección social que representan)

En este sentido, una de las lecciones de esta crisis debe ser 
avanzar en la igualdad real de las mujeres y los hombres 
en el ámbito laboral y social, de tal forma que el proceso de 
reconstrucción de un nuevo país deberá hacerse desde la 
perspectiva de género, lo que supone eliminar todo tipo de 
discriminaciones, incluida la brecha salarial.

Video de Cristina Antoñanzas - Vicesecretaria General de UGT.

https://youtu.be/384zdgtiyDk
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Un convenio colectivo nacional puede 
reservar únicamente a las madres un permiso 
adicional de maternidad
En sentencia de 18 de noviembre, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 
(TJUE) considera que el permiso, no discrimina si se destina a las consecuencias 
del parto, recuerda en primer lugar, que la Directiva «principio de igualdad 
entre hombres y mujeres»  prohíbe toda discriminación directa o indirecta por 
razón de sexo en relación con las condiciones de empleo y de trabajo.

El Conseil de prud’hommes de Metz (Tribunal Laboral Paritario de Metz, Francia), 
al que acudió el sindicato CFTC, se remitió a una sentencia de la Cour de cassation 
(Tribunal de Casación, Francia) que había declarado que el permiso de que se trata 
es un permiso adicional de maternidad ofrecido cuando expira el permiso legal de 
maternidad, por lo que su finalidad es proteger la especial relación entre la mujer y 
su hijo durante el período posterior al embarazo y al parto. Habida cuenta de la citada 
sentencia, el Conseil de prud’hommes de Metz pregunta al Tribunal de Justicia si el 
Derecho de la Unión excluye la posibilidad de reservar a las trabajadoras que crían ellas 
mismas a sus hijos un permiso de tres meses durante el cual percibirán la mitad de su 
salario o un permiso de un mes y medio con su salario completo y un permiso sin sueldo 
de un año, después del permiso de maternidad.

No obstante, el Tribunal de Justicia precisa que, una vez finalizado el permiso legal 
de maternidad, un Estado miembro puede reservar a la madre del niño un permiso 
adicional cuando dicho permiso no la contemple como progenitora, sino tanto respecto 
de las consecuencias del embarazo como en relación con su maternidad. En efecto, 
ese permiso adicional se ha de destinar a proteger la 
condición biológica de la mujer y la especial relación 
que mantiene con su hijo durante el período posterior 
al parto. 

A continuación, el Tribunal de Justicia subraya que un convenio colectivo que excluya de 
ese permiso adicional a un trabajador que críe a su hijo él mismo establece una diferencia 
de trato entre trabajadores y trabajadoras. Esa diferencia de trato solo resulta compatible 
con la Directiva «principio de igualdad entre hombres y mujeres» si su finalidad es proteger 
a la madre tanto respecto de las consecuencias del embarazo como en relación con su 
maternidad, es decir si está destinada a proteger la condición biológica de 
la mujer y la especial relación que esta mantiene con su hijo durante el 
período posterior al parto. Por tanto, si el convenio colectivo se aplicase 
a las mujeres únicamente como progenitoras, estaría estableciendo una 
discriminación directa frente a los trabajadores.

El Tribunal de Justicia añade que cabría considerar que un permiso que 
surge cuando finaliza el permiso legal de maternidad forma parte de 
un permiso de maternidad de una duración mayor y más favorable 
para las trabajadoras que la del permiso legal de maternidad. Sin 
embargo, la posibilidad de establecer un permiso reservado a 
las madres una vez finalizado el permiso legal de maternidad 
está sometida al requisito de que su propia finalidad sea la 
protección de las mujeres. Por consiguiente, el mero hecho de 
que un permiso se suceda sin interrupción al permiso legal de 
maternidad no basta para considerar que pueda reservarse a 
las trabajadoras que crían a sus hijos ellas mismas.  

Además, el tribunal nacional debe comprobar, en concreto, si 
la finalidad del permiso previsto es, esencialmente, proteger a la 
madre tanto respecto de las consecuencias del embarazo como en 
relación con su maternidad. 
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Ver Sentencia.

Por último, el Tribunal de Justicia hace hincapié en que la duración del permiso previsto en el convenio colectivo puede ser muy 
variable: de mes y medio a dos años y tres meses. Por tanto, esa duración puede ser muy superior a la del permiso legal de 
maternidad _de dieciséis semanas_ previsto en el Código del Trabajo y aquel permiso, cuando se disfruta por un período de uno 
o dos años, es «sin sueldo», lo que no parece garantizar el mantenimiento de una remuneración o el beneficio de una prestación 
adecuada para la trabajadora, requisito exigido por la Directiva para el permiso de maternidad. 

A partir de ello, el Tribunal de Justicia concluye que la Directiva «principio de igualdad entre hombres y mujeres» no se opone a 
un convenio colectivo nacional que reserva a las trabajadoras que crían a sus hijos ellas mismas el derecho a un permiso una vez 
finalizado el permiso legal de maternidad, siempre que la finalidad de ese permiso adicional sea proteger a las trabajadoras tanto 
respecto de las consecuencias del embarazo como en relación con su maternidad, extremo que corresponde verificar al Conseil de 
prud’hommes de Metz teniendo en cuenta, en particular, las condiciones para la concesión del citado permiso, sus modalidades de 
disfrute y su duración, así como el nivel de protección legal asociado a dicho permiso.

Se reconoce el derecho al permiso de 24 
semanas a las familias monoparentales
El Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (TSJPV), en Sentencia de 6/10/2020 
ha estimado el recurso de una trabajadora y ha declarado su derecho a 
disfrutar de 8 semanas adicionales de prestación por nacimiento y cuidado 
de hijo.
La trabajadora, y abogada del propio sindicato, tuvo una hija en junio de 2019, formando una familia monoparental. Tras disfrutar 
del permiso de maternidad (actualmente denominado permiso por nacimiento y cuidado del menor) solicitó al INSS las 8 semanas 
adicionales del permiso del otro progenitor, permiso que fue denegado. 

Recurrida dicha denegación, el TSJPV (Tribunal Superior del País Vasco) ha estimado la misma en base a la protección del 
menor, por cuanto que la atención, cuidado y desarrollo del menor afectado (perteneciente a familia monoparental) va a sufrir una 
clara merma respecto a aquellos otros en una situación semejante, encuadrados en un modelo familiar biparental. Mientras los 
menores de familias biparentales en el año 2019 y en base al RD 6/2019, de 1 de marzo, tenían derecho a disfrutar del cuidado de 
sus progenitores , por un tiempo de 16 + 8 semanas, los de las familias monoparentales solo tenían derecho a disfrutar del cuidado 
de su única progenitora, es decir 16 semanas.

Entiende el Alto Tribunal que las normas de protección de la maternidad han de ser interpretadas a la luz del principio general 
del interés superior del menor que se integra en el núcleo familiar con el progenitor o progenitores que le prestan atención y 
cuidados parentales conforme a lo establecido en el artículo 8 del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos 
y Libertades Fundamentales, y al mandato del artículo 39 de la CE.

Añade que desde el paraguas general de la no discriminación, si se deniega la prestación a la beneficiaria, en los términos que lo 
pide, existe una conculcación del derecho de igualdad que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño. 

En la propia sentencia, se habla de que las familias monoparentales y las mujeres indirectamente, se verían discriminadas 
de no ser reconocidas esta prestación adicional de 8 semanas, entendiéndose la quiebra del principio de igualdad del artículo 
14 de la CE.

En la actualidad, debemos comunicar que la sentencia ha sido recurrida por el Ministerio Fiscal, algo poco habitual.

Esta sentencia, presenta «una lectura de género clara ya que la inmensa mayoría de las familias monoparentales están encabezadas 
por mujeres». Por lo tanto, el hecho de ser una mujer representa un factor de vulnerabilidad social y económica recordando además, 
que son las mujeres las que presentan los peores datos socioeconómicos y laborales de un mercado de trabajo basado en la división 
sexual del trabajo y en una repartición desigual de los cuidados.

Se trata de una sentencia relevante y novedosa,  ya que considera que las mujeres y familias monoparentales,  tienen derecho a 
tener las mismas prestaciones y permisos por nacimiento y cuidado del menor que las familias biparentales, y todo ello en aras a 
proteger el bien jurídico que es el menor.

Interpretación de las normas

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=CA83C495BB24CE6355A54F1A540B2547?text=&docid=233871&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=14723569
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Un derecho de casi 100 años cuya repercusión 

llega hasta decisiones que se tomarán estos días 

“El Consejo de Ministros ha iniciado el trámite para cambiar el nombre de la 
Estación de Madrid Chamartín a Madrid Chamartín Clara Campoamor”. 

Con motivo de la celebración del 77 aniversario en el que las mujeres ejercieron el derecho al voto por primera vez en España, 
recogemos una pequeñísima parte de la inmensa hemeroteca en la que podemos ver diferentes publicaciones en relación a este 
hecho histórico. 

El Congreso comparte en Twitter estas cuestiones con el hashtag #TalDiaComoHoy: 

 
#TalDíaComoHoy, hace 87 años, las mujeres votaron por primera vez en España. 

Lo hicieron en las elecciones a Cortes del 19 de noviembre de 1933, las primeras en las que se ejerció el sufragio universal 
reconocido en el artículo 36 de la Constitución de 1931 

Las del 19 de noviembre de 1933 fueron las segundas elecciones generales de la II República. Aquel año había en España 
6.800.000 mujeres censadas para ejercer su derecho al voto. 

En estos comicios cinco mujeres fueron elegidas diputadas: Margarita Nelken, que revalidaba el escaño obtenido en las 
elecciones del 28 de junio de 1931, Veneranda García Blanco, María Lejárraga y Matilde de la Torre, del Partido Socialista, 
y Francisca Bohigas, de la CEDA. 

En la edición del diario ABC del 21 de noviembre, dos días después de las elecciones, se relataba así aquella jornada 
histórica en la lucha por la igualdad entre hombre y mujeres: 

“La participación de la mujer española en los comicios fue, indudablemente, la nota predominante de la jornada. En todos 
los colegio electorales excedió el número de electoras al de electores, y en algunos en proporciones enormes [... ]. 

“Por fortuna”, continuaba la crónica, “no ha habido noticia de que mujer alguna fuera molestada en el ejercicio de este 
derecho ciudadano, y es muy justo destacar este hecho, que habla con elogio del pueblo español en general”. 

 
Gracias a la lucha y a la firme convicción de los ideales feministas de 
Campoamor, hoy las mujeres podemos votar. 

Como cada año, el 1 de octubre se celebra el aniversario del Derecho 
al voto femenino aprobado por las Cortes en 1931. Han pasado ya 89 
años desde que a las mujeres se les reconociese este derecho por el que 
tanto llevaban luchando. Se plasmó en el artículo 36 de la Constitución 
Española de 1931, teniendo a Clara Campoamor, escritora, abogada y 
política madrileña, como activista principal. 

Para poder conseguir el derecho al sufragio universal, la lucha comenzó 
desde el momento en el que en las elecciones de junio de 1931, con el 
Gobierno provisional de Alcalá Zamora tras la caída de la monarquía de 
Alfonso XIII y la proclamación de la Segunda República el 14 de abril 
de 1931, salieron elegidas tres diputadas: Victoria Kent, abogada, del la 
Conjunción Republicano-Socialista (CRS); Clara Campoamor, del Partido 
Republicano Radical (PRR); y Margarita Nelken, escritora y crítica de arte, 
del Partido Socialista Obrero Español (PSOE). 

 

Diario de sesiones de las Cortes Constituyentes 

Nos adentramos dentro del diario de sesiones de las Cortes Constituyentes 
del día 1 de octubre de 1931, donde se puede observar la discusión y 
votación del artículo 36 de la que iba a ser la Constitución. El artículo 36 
decía lo siguiente: “Los ciudadanos de uno y otro sexo, mayores de 23 

Este derecho se 
consiguió un poco antes 

de la fecha en la que 
 se ejerció por primera 
vez: la aprobación de 
este derecho, que fue el 1 
de octubre de 1931. 

89 años desde que las 
mujeres tenemos 

derecho al sufragio. 

 

FUENTE: Ameco Press 
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https://twitter.com/hashtag/TalD%C3%83%C2%ADaComoHoy?src=hashtag_click
http://www.congreso.es/docu/constituciones/1931/1931_cd.pdf
http://www.congreso.es/docu/constituciones/1931/1931_cd.pdf
http://www.congreso.es/backoffice_doc/prensa/notas_prensa/54648_1506689774662.pdf
http://www.congreso.es/backoffice_doc/prensa/notas_prensa/54648_1506689774662.pdf
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años, tendrán los mismos derechos electorales conforme determinen las 
leyes”.

Victoria Kent, después de que varios diputados debatiesen en torno a la 
edad para ejercer el derecho al voto, intervino en contra de concederle el 
voto a las mujeres: “creo que el voto femenino debe aplazarse, no es el 
momento de otorgar el voto a la mujer española”, porque expresó que para 
cambiar de parecer necesitaría haber visto a “madres en la calle pidiendo 
escuelas para sus hijos”. Quería aplazar el voto de la mujer porque las 
mujeres necesitaban “algún tiempo de convivencia con la República para 
encariñarse a ella”.

En contraposición a la opinión de Kent, Clara Campoamor respondió: 
“¿cómo puede decirse que la mujer no ha luchado y que necesita una 
época, largos años de República para demostrar su capacidad? Y, ¿por 
qué no los hombres?”.

Con respecto a retrasar este derecho, Campoamor se dirigió a la oposición 
de la siguiente forma: “no tendréis nunca bastante tiempo para llorar al 
dejar al margen de la República a la mujer que representa una fuerza 
nueva, una fuerza joven; que ha sido simpatía y apoyo para los hombres 
que estaban en las cárceles ; que ha sufrido en muchos casos como 
vosotros mismos, y que está anhelante, aplicándose a sí misma la frase 
de Humboldt, de que la única manera de madurarse para el ejercicio de 
la libertad y de hacerla accesible para todos es caminar dentro de ella”.

Muchos eran los que temían que la mujer con ese derecho al voto pudiese 
debilitar a la ya frágil república, incluso la izquierda estaba dividida en 
este asunto. Se utilizaron argumentos filosóficos, biológicos, culturales, 
religiosos y educacionales, intentando que no fuese un tema importante, 
cosa que resaltaba el machismo de aquella época. Tras el debate, se 
procedió a la votación donde ganó el sí por 161 votos frente a los 121 
noes.

En contraposición a su partido, el Radical, Campoamor consiguió 
convencer a los diputados hasta lograr los votos necesarios para que el 
derecho al voto femenino fuese una realidad. España no fue uno de los 
últimos países en decretarlo, pero tampoco de los primeros, ya que en 
Europa Finlandia lo hizo en el año 1907, seguida de Noruega y Suecia.

La primera vez que las mujeres pudieron ejercer su derecho a voto fue en 
las elecciones generales del 19 de noviembre de 1933. 

Los resultados dieron una mayoría parlamentaria a los partidos de centro-
derecha y de derechas. Estos partidos se integraron en la Confederación 
Española de Derechas Autónomas (CEDA). Por su parte, el partido de 
Clara Campoamor se presentó como una opción de centro junto con 
algunos partidos de centro-derecha. Su campaña: ‘República, orden, 
libertad, justicia social, amnistía’, no convenció a los votantes. Los partidos 
de derechas ganaron 200 diputados, mientras que los de centro-derecha 

Clara Campoamor, referente feminista
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se quedaron en 170 y los de izquierda terminaron con 91.

El triunfo de la derecha hizo que Clara Campoamor y Victoria Kent no 
pudiesen renovar sus escaños. Además, la carrera como política de Clara 
terminó después de las elecciones, al querer en 1934 entrar a formar parte 
de Izquierda Republicana, y ser rechazada. En 1936, a consecuencia de 
ello, escribió el libro ‘El voto femenino y yo: mi pecado mortal’.

Con el comienzo de la Guerra Civil de 1936 se tuvo que marchar al exilio 
a Buenos Aires, donde trabajó de traductora y escritora de biografías. 
Finalmente, en 1955 se instaló en Ginebra, Suiza, donde ejerció como 
abogada hasta que perdió la vista. Le diagnosticaron un cáncer en 1972 
y murió el 30 de abril de un infarto. Sus restos fueron trasladados a los 
pocos días a San Sebastián, Guipúzcoa.

La figura de Clara se ha hecho tan importante en nuestra historia, que 
según comentó el martes pasado en una rueda de prensa María Jesús 
Montero, la portavoz del Gobierno, que “el Consejo de Ministros ha iniciado 
el trámite para cambiar el nombre de la Estación de Madrid Chamartín a 
Madrid Chamartín Clara Campoamor”.

Desde el Consejo de las Mujeres del Municipio de Madrid, este jueves 
1 de octubre, como cada año, se realizará una ofrenda Floral a Clara 
Campoamor a las 18:00 horas en la Plaza Guardias de Corps, frente 
al centro Cultural Conde Duque. Participarán: Lourdes Hernández, 
presidenta del Consejo de las Mujeres del Municipio de Madrid; Maite 
Pacheco, concejala del PSOE; Rita Maestre, portavoz de Más Madrid; 
José Aniorte, delegado del Gobierno en el área de Familias, Igualdad y 
Bienestar Social; y Gloria Nielfa, historiadora.

Campoamor tuvo que trabajar de modista desde niña, ya que su padre, 
bibliotecario del Partido Republicano y referente para ella, murió cuando 
ella tenía 10 años. Con la edad de 21 años opositó como Auxiliar de 
Telégrafos y fue destinada a Zaragoza y a San Sebastián. A los 25 años 
lo hizo para ser profesora de taquigrafía y mecanografía en la Escuela de 
Adultos de Madrid. 

En 1914 ingresa en el Ateneo de Madrid y en 1930 forma parte de la Junta 
de Gobierno de este. Por otra parte, la Asociación Femenina Universitaria 
hace que tenga contacto con el movimiento feminista en Europa a través 
de varios viajes que realizan. Con 36 años se licencia en Derecho y 
pide su ingreso en el Colegio de Abogados de Madrid. En 1924 ingresa 
en la Academia de Jurisprudencia y es cofundadora de la Federación 
Internacional de Mujeres de Carreras Juristas. Además, fue la primera 
mujer abogada que intervino ante el Tribunal Supremo.

Luchó contra la prostitución y contra la pena de muerte y le preocupaba 
mucho el trabajo infantil que había en esa época. También fundó la 
Asociación de Mujeres por la Paz y fue la primera mujer que habló ante 
las Naciones Unidas para los derechos de las mujeres.

En septiembre de 1931, ya como diputada, fue la primera mujer que 
intervino en las Cortes, legalmente convocadas.

El Congreso de los Diputados, a día de hoy, cuenta con 151 diputadas: 
59 pertenecen al Grupo Socialista (GS); 36 del Grupo Popular (GP); 
19 del Grupo formado por Confederal de Unidas Podemos, En Comú 
Podem y Galicia en Común (GCUP-EC-GC); 14 del Grupo VOX (GVOX); 

Clara Campoamor, pionera

La situación actual en el congreso
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Mujeres asesinadas por violencia de género41

19

3

Huérfanos menores

Menores víctimas mortales

Atención victimas de maltratos. Teléfono 24 horas.
No deja rastro en la factura pero sí en el teléfono y debe borrarse.

016

La última actualización se corresponde con la confirmación del caso por violencia de género de la mujer de 
84 años, asesinada presuntamente por su cónyuge el pasado 8 de noviembre en Sevilla. La víctima no tenía 
ni hijas ni hijos menores de edad y no constan denuncias previas por violencia de género contra el presunto 
agresor.

A fecha 13 de noviembre existen 2 casos en investigación en 2020.

La última actualización se corresponde con la confirmación del asesinato de dos hermanos menores de edad, de 10 y 17 años, 
asesinados junto a su madre presuntamente por su padre en la provincia de Jaén el 14 de junio. No hay constancia de denuncias 
previas por violencia de género.

Datos hasta el 24 de noviembre de 2020. FUENTE: Mº. de Igualdad (Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género).

Total, mujeres víctimas mortales desde 2003 - 2020: 1.074.
Total, menores asesinados desde 2013 a 2020: 37.

7 del Grupo Republicano (GR); 6 del Grupo Plural (GPlu); 5 del Grupo 
Ciudadanos (GCs); 2 del Grupo Euskal Herria Bildu (GEH Bildu); 2 del 
Grupo Parlamentario Mixto (GMx); y 1 del Grupo Vasco [GV (EAJ-PNV)].

Aunque cada vez hay más mujeres en los partidos políticos, siguen siendo 
minoría, ya que son 151 diputadas frente a 199 diputados. No es una gran 
diferencia si miramos atrás en el tiempo, pero las mujeres tenemos que 
seguir luchando para que realmente haya una igualdad entre mujeres y 
hombres.

FUENTE: AmecoPress.
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